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Accionante: 
Menor IAG
Accionado: 
SANIDAD DE LA POLICÍA NACIONAL
Magistrado Ponente: 
MANUEL YARZAGARAY BANDERA
Temas: 
DERECHO A LA SALUD / CARENCIA ACTUAL DE OBJETO POR HECHO SUPERADO / TRATAMIENTO INTEGRAL DE LA ENFERMEDAD. “[M]ediante respuesta allegada a este Despacho por la entidad accionada, ésta informó que ya efectuó las autorizaciones correspondientes, tanto para los exámenes que le fueron ordenados, como para las citas de control con los médicos especialistas, información que fue corroborada mediante comunicación telefónica sostenida por el Auxiliar Judicial Ad Honorem de este Despacho ponente con la señora Beatriz Elena, madre y agente oficiosa de la menor, quien indicó que el examen se le programó para el 2 de mayo del año avante, y la cita de control para el 7 de mayo. Lo que permite colegir que la pretensión principal de la accionante se encuentra satisfecha en tal sentido. En situaciones como la ahora presentada, ha reiterado la Corte Constitucional que surge el fenómeno jurídico del hecho superado, cuando así sea en forma tardía y antes de adoptarse la decisión en sede constitucional, se restablece el derecho fundamental conculcado (…) [C]onsidera pertinente esta Corporación ordenar a las Direcciones General y Seccional Pereira de Sanidad de la Policía Nacional que de ahora en adelante garanticen la prestación integral de todos los servicios en salud que requiera la niña para el tratamiento de dichas enfermedades, ello para evitar, entre otras cosas, tener que acudir a la acción de tutela cada vez que requiera una autorización o tratamiento para las mismas.”.
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	Radicación: 
	66001 22 04 000 2017 00072 00

	Accionante: 
	Beatriz E. Giraldo Morales, agente oficiosa de Isabela Aragón Giraldo

	Accionado: 
	Sanidad de la Policía Nacional 

	Decisión: 
	Declara hecho superado, concede integralidad en salud



ASUNTO:
Procede la Colegiatura a resolver lo que en derecho corresponda, con ocasión de la acción de tutela promovida por la señora Beatriz Elena Giraldo Morales, quien actúa en calidad de agente oficiosa de su hija, la menor IAG en contra del ESTABLECIMIENTO DE SANIDAD DE LA POLICÍA NACIONAL “ESPAM RISARALDA”, por la presunta vulneración de sus derechos fundamentales a la vida, la salud y a dignidad humana. 
ANTECEDENTES:
De acuerdo a lo narrado por la accionante, su hija Isabela de 5 años de edad, sufre de “REFLUJO GASTROESOFÁGICO PATOLÓGICO SEVERO CON BRONCOASPIRACIÓN POSITIVA”, lo cual se determinó con posterioridad al examen de “GAMAGRAFÍA DE REFLUJO GASTROESOFÁGICO” que se le realizó. 

Posteriormente fue remitida a la especialista en neumología pediátrica, Dra. Bertha Inés Agudelo, de la Clínica Comfamiliar, puesto que el reflujo le estaba desencadenando enfermedades respiratorias. 
El 10 de marzo del presente año, su médico gastropedriatra tratante, Dr. Melquicedec Vargas Sandoval, le ordenó la práctica de los exámenes denominados “PH IMPENDAMCIOMETRIA ESOFAGICA DE 24 HORAS” y “PRUEBA DE ALIENTO PARA HELICOBACTER PYLORI”, por lo que el 13 de marzo se radicó dicha orden en la EPS Sanidad de la Policía Nacional para su respectiva autorización. En esa ocasión le indicaron que debía consultar semanalmente para verificar si el examen se había autorizado. 

Consideró pertinente acudir de manera particular a la clínica Gastrokids para realizar la “PRUEBA DE ALIENTO PARA HELICOBACTER PYLORI”, encontrándose como diagnóstico clínico de infección positivo; pero el examen “PH IMPENDAMCIOMETRIA ESOFAGICA DE 24 HORAS”  no ha sido autorizado, razón por la que su médico tratante no ha podido iniciar el tratamiento, y mientras tanto su hija se encuentra sufriendo fuertes dolores abdominales, náuseas constantes y sumado a ello está sufriendo de asma moderada mal controlada.    

LO QUE SOLICITA:
Con base en los hechos anteriormente relacionados, solicitó que se amparen los derechos fundamentales a la vida, la salud y a dignidad humana de su hija Isabela, y en aplicación del principio de interés superior del menor, se ordene a la EPS Sanidad Militar de la Policía Nacional la autorización del examen “PH IMPENDAMCIOMETRIA ESOFAGICA DE 24 HORAS”, así como la programación de la cita de control con el especialista en gastroenterología pediátrica para el análisis, tratamiento y lectura de los respectivos exámenes. 

Igualmente solicitó que en caso de tener que remitirla a otra ciudad para la práctica del examen pendiente, se sufraguen por parte de la EPS los gastos por viáticos (alimentación, transporte, alojamiento y demás) para ella y su acompañante.     
TRÁMITE PROCESAL:
La presente acción de tutela se recibió en este Despacho el 18 de abril del año avante, fecha en la cual se avocó su conocimiento y se ordenó la notificación y traslado al Establecimiento de Sanidad de la Policía Nacional “ESPAM RISARALDA”, y en la misma disposición se ordenó vincular de manera oficiosa a las Direcciones General y Seccional Pereira de Sanidad de la Policía Nacional, y al Médico Gastropediatra Melquicedec Vargas Sandoval, este último para que informara sobre la urgencia y necesidad del examen “PH IMPENDAMCIOMETRIA ESOFAGICA DE 24 HORAS” ordenado a la menor Isabela, y las consecuencias que su no realización oportuna puede traer para su vida en integridad personal.  
RESPUESTA DE LOS ACCIONADOS Y VINCULADOS
JEFE SECCIONAL DE SANIDAD – RISARALDA: indicó que los procedimientos requeridos por la menor IAG, consistentes en prueba de aliento, neumología pediátrica, PH impendanciometria y consulta con gastroenterología pediátrica ya fueron autorizados, y de ello se le notificó a la accionante por medio telefónico, indicándole que debe reclamar las órdenes para solicitar las citas ante la red externa. 
Así las cosas, solicitó que se falle a favor de esa entidad la acción de tutela, toda vez que en momento alguno se vulneraron los derechos fundamentales de la menor IAG. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA

1. Competencia: 

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000.
2. Problema jurídico: 
Se deberá establecer en el presente asunto, si por parte de alguna de las accionadas se han vulnerado los derechos fundamentales a la vida, la salud y a dignidad humana de la menor IAG por no garantizar la prestación de todos los servicios en salud que le ha ordenado su médico tratante.

3. Solución: 

El amparo previsto en el artículo 86 Superior como mecanismo procesal, específico y directo, tiene por objeto la eficaz, concreta e inmediata protección de los derechos constitucionales fundamentales en una determinada situación jurídica, cuando éstos sean violados o se presente amenaza de conculcación.
Es pertinente recordar que la acción constitucional tiene un propósito claro, que no es otro que brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurar el respeto efectivo de los derechos fundamentales que se le reconocen
; consiste en una decisión de inmediato cumplimiento, para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a demostrar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce.  
En nuestro ordenamiento jurídico el derecho a la salud y la seguridad social están consagrados en el artículo 49 constitucional, conforme al cual “La atención de la salud y el saneamiento ambiental son servicios públicos a cargo del Estado. Se garantiza a todas las personas el acceso a los servicios de promoción, protección y recuperación de la salud.”; bajo ese entendido, todos los habitantes del territorio nacional tienen derecho a contar con atención en salud a través de cualquiera de los regímenes de seguridad social vigentes en nuestro país, subsidiado o contributivo, y para el caso de los soldados y policías a través del régimen especial de las fuerzas armadas, ello como una materialización del derecho a la igualdad consagrado en el artículo 13 de la Constitución. 

Sin embargo, al momento de solicitar su protección vía tutela, es deber del Juez Constitucional verificar el cumplimiento de ciertos requisitos, ello por cuanto existe un límite razonable al ejercicio de este derecho, por lo tanto la protección del derecho fundamental a la salud procede en principio cuando: “(i) esté amenazada la dignidad humana del peticionario; (ii) el actor sea un sujeto de especial protección constitucional y/o (iii) el solicitante quede en estado de indefensión ante su falta de capacidad económica para hacer valer su derecho.” 

En ese orden de ideas, se debe tener claro que nuestra máxima guardiana constitucional reconoce como sujetos de especial protección a los niños y niñas, por ello respecto a su derecho a la salud ha dicho
: 
“3. El interés superior del menor y la especial protección del derecho fundamental a la salud de los niños y las niñas. 

Respecto de los niños y las niñas, el artículo 44 constitucional consagró los derechos a la seguridad social y a la salud como derechos fundamentales. Así mismo consagró la norma constitucional que “los derechos de los niños prevalecen sobre los derechos de los demás”, lo cual indica que la protección integral de sus derechos debe hacerse efectiva a través del principio del interés superior de los niños. Este principio constituye por tanto un criterio hermenéutico para la aplicación de todas las normas constitucionales y legales relativas a sus derechos.
Debido a la condición de vulnerabilidad de los menores y a su necesidad de especial cuidado, la jurisprudencia constitucional ha reconocido que aquellos tienen estatus de sujetos de especial protección constitucional
 por ser una “población vulnerable, frágil, que se encuentra en proceso de formación”
. Lo anterior, ha permitido la salvaguarda y promoción de sus derechos en situaciones concretas donde el Estado, la sociedad y la familia deben concurrir para promover los mismos. 

Se trata de un principio que condiciona el actuar de las personas y de las instituciones estatales y privadas al momento de la toma de decisiones en las que puedan verse afectados los niños o las niñas, ordenando valorar sus intereses como superiores
. En otras palabras, es el imperativo que obliga a todas las personas a garantizar la satisfacción integral y simultánea de todos los derechos humanos de los menores.
. 

(…)
La protección constitucional del derecho a la salud de los menores de edad encuentra desarrollo legislativo en el artículo 27 del Código de la Infancia y la Adolescencia el cual, entre otras cosas, establece que “[p]ara efectos de la presente ley se entenderá como salud integral la garantía de la prestación de todos los servicios, bienes y acciones, conducentes a la conservación o la recuperación de la salud de los niños, niñas y adolescentes (…)”.

(…)
Respecto del derecho a la salud de las niñas, niños y adolescentes es preciso tener en cuenta que éste debe garantizarse atendiendo al principio de integralidad, el cual incluye atención preventiva, médico quirúrgica y el suministro de medicamentos esenciales para la recuperación efectiva de la salud del menor de edad, aunque para ello se requiera inaplicar el POS.”

Concretamente lo indicado por la libelista, estaba dirigido a que por este mecanismo excepcional y expedito se le ordenara a la Seccional Risaralda de Sanidad de la Policía Nacional realizar las gestiones necesarias para la efectiva autorización y realización de examen de “PH IMPENDAMCIOMETRIA ESOFAGICA DE 24 HORAS” que le ordenó su médico tratante, con la finalidad de poder dar inicio al tratamiento que sea necesario para las afecciones que ha venido presentando, las cuales se han derivado del “REFLUJO GASTROESOFÁGICO PATOLÓGICO SEVERO CON BRONCOASPIRACIÓN POSITIVA” que le fue diagnosticado en meses pasados. 
Al respecto, se observa en el encuadernado que mediante respuesta allegada a este Despacho por la entidad accionada, ésta informó que ya efectuó las autorizaciones correspondientes, tanto para los exámenes que le fueron ordenados, como para las citas de control con los médicos especialistas, información que fue corroborada mediante comunicación telefónica sostenida por el Auxiliar Judicial Ad Honorem de este Despacho ponente con la señora Beatriz Elena
, madre y agente oficiosa de la menor, quien indicó que el examen se le programó para el 2 de mayo del año avante, y la cita de control para el 7 de mayo. Lo que permite colegir que la pretensión principal de la accionante se encuentra satisfecha en tal sentido.  

En situaciones como la ahora presentada, ha reiterado la Corte Constitucional que surge el fenómeno jurídico del hecho superado, cuando así sea en forma tardía y antes de adoptarse la decisión en sede constitucional, se restablece el derecho fundamental conculcado:

“La Corte Constitucional ha sostenido en numerosas oportunidades que se configura un hecho superado cuando en el trámite de la acción sobrevienen circunstancias fácticas, que permiten concluir que la alegada vulneración o amenaza a los derechos fundamentales ha cesado. Cuando ello ocurre, se extingue el objeto jurídico sobre el cual gira la tutela, de tal forma que cualquier decisión al respecto resulta inocua. El hecho superado se restringe a la satisfacción por acción u omisión de lo pedido en tutela. Por ello, no depende necesariamente de consideraciones sobre la titularidad o la existencia efectiva de la vulneración de los derechos. 
“En este sentido, la sentencia SU-540 de 2007 sostuvo que: 
“Si lo pretendido con la acción de tutela era una orden de actuar o dejar de hacerlo y, previamente al pronunciamiento del juez de tutela, sucede lo requerido, es claro que se está frente a un hecho superado, porque desaparece la vulneración o amenaza de vulneración de los derechos constitucionales fundamentales o, lo que es lo mismo, porque se satisface lo pedido en la tutela, siempre y cuando, se repite, suceda antes de proferirse el fallo, con lo cual ‘la posible orden que impartiera el juez caería en el vacío”. 
“De este modo, cuando el juez constitucional verifica la existencia de un hecho superado debe declarar la carencia actual de objeto y, de manera excepcional, si estima indispensable pronunciarse respecto del fondo del asunto por la gravedad de la vulneración del derecho invocado, podrá emitir consideraciones adicionales sin proferir otro tipo de órdenes”.
 
Finalmente, teniendo en cuenta que la menor Isabela Aragón Giraldo presenta unas patologías de base, consistentes en “REFLUJO GASTROESOFÁGICO PATOLÓGICO SEVERO CON BRONCOASPIRACIÓN POSITIVA”, y una bacteria denominada “HELICOBACTER PYLORI” que en la actualidad están causando complicaciones y una fuerte sintomatología que afecta su bienestar y su calidad de vida, para las cuales posiblemente requiera de ahora en adelante una serie de atenciones en función de restablecer su estado de salud, que se ha visto quebrantado con ocasión de las mismas, considera pertinente esta Corporación ordenar a las Direcciones General y Seccional Pereira de Sanidad de la Policía Nacional que de ahora en adelante garanticen la prestación integral de todos los servicios en salud que requiera la niña para el tratamiento de dichas enfermedades, ello para evitar, entre otras cosas, tener que acudir a la acción de tutela cada vez que requiera una autorización o tratamiento para las mismas. 
Lo anterior, según los lineamientos jurisprudenciales de la H. Corte Constitucional, según los cuales el principio de integralidad comprende dos elementos: “(i) garantizar la continuidad en la prestación del servicio y (ii) evitar a los accionantes la interposición de nuevas acciones de tutela por cada nuevo servicio que sea prescrito por los médicos adscritos a la entidad, con ocasión de la misma patología”.

De acuerdo a lo dicho hasta ahora, se tutelará el derecho fundamental a la salud de la menor IAG, pero se declarará la existencia de un hecho superado frente a los hechos que motivaron la interposición de la presente acción constitucional, sin embargo, se ordenará a las Direcciones General y Seccional Pereira de Sanidad de la Policía Nacional que de manera ágil, oportuna y eficaz, le garantice el tratamiento integral que requiera, con ocasión de las patologías de “REFLUJO GASTROESOFÁGICO PATOLÓGICO SEVERO CON BRONCOASPIRACIÓN POSITIVA”, bacteria “HELICOBACTER PYLORI” y las que se deriven del examen de “PH IMPENDAMCIOMETRIA ESOFAGICA DE 24 HORAS” que está próximo a realizársele. 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala Dual de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad conferida en la ley,
RESUELVE

PRIMERO: TUTELAR el derecho fundamental a la salud de la menor IAG; pero se declara la existencia de un hecho superado de acuerdo a las razones expuestas en la parte motiva de esta decisión.
SEGUNDO: ORDENAR a las DIRECCIÓNES GENERAL Y SECCIONAL PEREIRA DE SANIDAD DE LA POLICÍA NACIONAL que de manera ágil, oportuna y eficaz, le garantice el tratamiento integral que requiera la menor IAG, con ocasión de las patologías de “REFLUJO GASTROESOFÁGICO PATOLÓGICO SEVERO CON BRONCOASPIRACIÓN POSITIVA”, bacteria “HELICOBACTER PYLORI” y las que se deriven del examen de “PH IMPENDAMCIOMETRIA ESOFAGICA DE 24 HORAS” que está próximo a realizársele. 

TERCERO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, y en caso de no ser objeto de recurso REMITIR la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión. 
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
WILSON FREDY LÓPEZ
Secretario
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